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Resumen: el debate italiano sobre los fundamentos constitu-
cionales de los límites a la reelección encuentra un precedente 
mucho más antiguo en la región latinoamericana, donde en las 
últimas décadas se ha producido una tendencia imparable a des-
hacerse de restricciones introducidas constitucionalmente con 
el objetivo de contener el poder y garantizar procesos electora-
les efectivos. Repasando la experiencia de algunos de los países 
de la región y recordando la Opinión número 28 emitida por la 
Corte Interamericana en 2021, el artículo pretende enmarcar 
esta tendencia en el horizonte más amplio del llamado nuevo 
constitucionalismo latinoamericano (NCLA), confirmando la hi-
pótesis de que este, más que una variante autóctona del consti-
tucionalismo democrático, representa una experiencia autóno-
ma que descansa sobre presupuestos completamente distintos.

Abstract: reviewing the doctrine from the earliest issues to 
the present day in the Rivista Diritto Pubblico Comparato ed 
Europeo reveals a shift in perspective on Latin American cons-
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titutional experiences. Initially, the belief was that Latin Ame-
rica could be assimilated into European and, to some extent, 
U.S. legal categories. This led comparative law to focus on in-
dividual systems shaped by colonial history. Over time, howe-
ver, the debate on Latin American constitutionalism began to 
emancipate from European and North American influences. By 
examining the limits on presidential re-election, this paper su-
pports the hypothesis that Latin American constitutionalism is 
not merely an indigenous variant of democratic constitutiona-
lism. Instead, it represents an autonomous experience based on 
entirely different assumptions.

Palabras clave: reelección presidencial, constitucionalismo lati-
noamericano, populismo, democracia antiliberal.

Keywords: presidential re-election, Latin American constitu-
tionalism, populism, illiberal democracy.

Sumario: I. El deseo de reelección: una tendencia en expan-
sión. II. La reelección presidencial en la región latinoamerica-
na. III. La respuesta de la Corte Interamericana. Vamos avan-
zando, pero falta camino.

I. Deseo de reelección: una tendencia creciente

Más que indicar un espacio geográfico, la expresión América La-
tina pertenece a esa categoría de términos “propios de la geogra-
fía simbólica y del imaginario colectivo, que se proponen definir 
un espacio, esculpiéndolo, pero que en lo concreto acaban sobre 
todo evocando imágenes, sensaciones, valores”.1 El jurista debe 
alimentarse de estas denominaciones cargadas de historia, de me-
moria, de identidad, pero sin quedar nunca atrapado en ellas, sin 
caer, es decir, en aquellos fáciles silogismos que, durante décadas 
por ejemplo, llevaron a descuidar el estudio de las peculiaridades 
del derecho público en Centro y Sudamérica, creyendo que, más 
que una experiencia digna de atención, se trataba de una mera 

1	 Benigno, Francesco, “Mediterraneo: la costruzione di un’idea”, en Salvati, 
Mariuccia (ed.), Europa. Luoghi di memoria, Turín, 2020, p. 28.
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proyección de la tradición jurídica europea trasplantada duran-
te la dominación colonial.2Durante mucho tiempo, cedimos a la 
tentación de homologar realidades muy diferentes en tradición, 
cultura y geografía, perdiendo la oportunidad de interceptar sin-
gularidades importantes para la comprensión de las trayectorias 
nacionales. Solo en los últimos años se han creado las condicio-
nes para un estudio sistemático de la región hasta el punto de 
permitir la proliferación de reflexiones capaces de valorizar la 
tensión entre lo particular y lo universal que caracteriza a este 
inmenso territorio desde los movimientos de independencia.3En 
la actualidad, América Latina es objeto de atención por parte de 
muchos constitucionalistas que, ayudados por la tendencia a la 
descolonización de la cultura y del conocimiento, que también 
ha afectado a las ciencias jurídicas, miran a la región como un 
interesante laboratorio no solo para el estudio del derecho ex-
tranjero, sino también desde una perspectiva comparada,4 con 
el fin de arrojar nueva luz, entre otras cosas sobre determinados 
aspectos de la crisis que desde hace décadas atenaza al Estado 
democrático representativo, a ambos lados del océano.5Con esto 
en mente, me parece que podría ser interesante reflexionar sobre 
un debate que, incluso antes de involucrar a la doctrina jurídica 
italiana, ha sido desde hace mucho un tema de discusión dentro 
de la opinión pública, la comunidad de constitucionalistas y la 
jurisprudencia de los tribunales ordinarios y constitucionales de 
la región latinoamericana.

2	 Véase Mastromarino, Anna, “Processi di integrazione in America latina: il 
valore del formante giurisprudenziale”, en DPCE online, núm. Sp., 2022, 
https://www.dpceonline.it/index.php/dpceonline/article/view/1498.

3	 Véase Mastromarino, Anna, “Il nuevo constitucionalismo latinoamericano: 
una lettura in prospettiva”, en Diritto Pubblico Comparato ed Europeo, núm. 
2, 2020, pp. 317 y ss.

4	 Véase Bagni,Silvia y Baldin, Serena (eds.), Viaggio nel costituzionalismo 
comparato dalla Patagonia al Río Grande, Turín, 2021.

5	 Por último, para una revisión de las cuestiones que deberían catalizar la 
atención del constitucionalista más que otras, véase Bagni, Silvia y Pavani, 
Giorgia “Leggere le categorie giuridiche del costituzionalismo e della de-
mocrazia attraverso le recenti vicende dell’America latina”, en DPCE onli-
ne, núm. 1, 2024, https://www.dpceonline.it/index.php/dpceonline/article/
view/2115.
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Me refiero a la discusión en torno a la institución de la re-
elección como un despliegue ordinario de la dinámica del ejer-
cicio del poder público. Se trata de una cuestión que concierne 
potencialmente a todo cargo electivo y se convierte en objeto 
privilegiado de análisis para el constitucionalista, ya que, habien-
do tomado nota del carácter expansivo de la tentación universal 
de atrincherarse en el poder por parte de quien lo detiene, deja 
espacio para un escenario que podría poner en peligro los presu-
puestos del constitucionalismo democrático, que encuentra uno 
de sus pilares en la contención del poder. Sería erróneo conside-
rar los acontecimientos vinculados a los límites de la reelección 
como aspectos que atañen únicamente a la forma de gobierno, ya 
que también tienen una repercusión relevante en las relaciones 
poder-libertad.

Por lo que se está diciendo, es evidente que la reflexión so-
bre la reelección se presta inevitablemente a consideraciones 
muy distintas según el cargo que se pretenda renovar. Conviene 
aclarar desde el principio que en estas breves notas me centra-
ré exclusivamente en el caso de la reelección del jefe del Estado 
en los sistemas presidenciales o a tendencia presidencial del área 
latinoamericana, teniendo en cuenta que es precisamente en co-
rrespondencia con los cargos monocráticos donde la tensión con 
los fundamentos de la democracia constitucional se hace más 
evidente, hasta el punto de socavar sus presupuestos. En parti-
cular, me interesa resaltar aquí el cortocircuito que, en un cli-
ma de creciente populismo, se pone en marcha entre modelos 
de constitucionalismo autóctonos de la región latinoamericana y 
formas de abusos democráticos, que todavía se presentan a veces 
como nuevas experiencias en el ejercicio de la democracia cons-
titucional, infravalorando algunos aspectos de incompatibilidad 
sustantiva y olvidando el largo camino de concienciación, en par-
ticular respecto a los riesgos subyacentes al abuso de poder, que 
ha llevado a los distintos ordenamientos al sistema de garantías 
constitucionales de la segunda mitad del siglo xx.

De hecho, que la protección del principio de igualdad, la pro-
tección de los derechos y la protección de las minorías sean ob-
jetivos ontológicamente vinculados a las cartas constitucionales 
no es en absoluto cierto. Durante mucho tiempo se sucedieron 
constituciones más interesadas en garantizar el orden que la jus-
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ticia y la igualdad.6 De hecho, pasarían muchas décadas antes de 
que surgiera una versión completamente nueva de constitucio-
nalismo, capaz de domar a la democracia tout court, que había de-
mostrado ser tan insaciable como para alimentarse de sí misma.

El constitucionalismo democrático ancla a la sociedad en tres 
pilares que constituyen a la vez el fundamento y la consecuencia 
directa el uno del otro: la protección de las minorías, la limitación 
del poder y la promoción del pluralismo. Con ello se pretende 
proteger a la comunidad democrática de una especie de caniba-
lismo casi innato, ya que, si se la dejara a su aire, podría aniquilar-
se a sí misma en un delirio de omnipotencia popular.

En este sentido, es inevitable que, en un contexto de consti-
tucionalismo democrático, la reflexión sobre los límites a la re-
elección acabe teniendo relevancia para todo el sistema. Incluso 
podríamos decir, con más propiedad, que la reflexión en torno 
a la reelección bien podría tomarse como un caso escolar para 
trazar las líneas de una especie de pedagogía, destinada a educar 
a las personas para hacer frente a la fuerza contaminante del po-
der, para saber cómo acercarse a él sin ceder a sus males. 

Conocer las trampas del hábito del poder se convierte, en 
efecto, en el primer paso educativo para no apegarse al el.

Por otro lado, también es cierto que la conciencia y el co-
nocimiento en muchos casos pueden no ser suficientes. Incluso 
Odiseo no confió plenamente en sí mismo y se hizo atar para 
no capitular ante las sirenas: una invitación dirigida también a 
nosotros que, como nos recuerda Jon Elster, haríamos mejor en-
cadenándonos sobrios (a la Constitución) para evitar morir sui-
cidándonos ebrios (en momentos de crisis democraticas).

6	 Como recuerda Maurizio Fioravanti, “la Constitución es más antigua que 
la igualdad”, de modo que, durante mucho tiempo, todo el mundo tenía 
derecho a un trato “justo”, pero nadie podía tener derecho “a imaginarse 
diferente de lo que es, y quizá igual al otro”. Si esto ocurriera, la medida 
quedaría desfasada. La igualdad sin diferencia iría entonces camino de con-
vertirse en extrema, perdiendo irremediablemente su fundamento equita-
tivo. La Constitución se vería gravemente amenazada. Y en el horizonte 
aparecería cada vez más nítida la figura del déspota, ya sea monárquico 
o democrático”: Constitutionalismo. Percorsi della storia e tendenze attuali, 
Roma-Bari, 2009, pp. 108 y ss. (TdA).
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Las restricciones a la reelección son cuerdas que, más allá de 
una adecuada educación para la democracia, limitan la acción: 
cómo de estrictas, cómo de invasivas, cómo de restrictivas de-
pende de muchos factores y es en este sentido en el que estas 
páginas tratarán de sugerir algunos elementos de reflexión. Es 
necesario poner en orden las diferentes experiencias, razonar 
sobre el contexto además de sobre el texto, tener en cuenta los 
diferentes derechos que hay que equilibrar, los pros y los contras 
que hay que evaluar, así como las consecuencias que las diferen-
tes opciones en este ámbito pueden acarrear a largo plazo a nivel 
estructural.

II. Reelección presidencial en América Latina

En cuanto al cargo presidencial, el derecho comparado muestra 
una casuística variada: en la región latinoamericana, por el mo-
mento, hay países que prohíben, a priori, cualquier forma de re-
elección presidencial (es el caso de Colombia, México, Paraguay, 
por ejemplo); otros que la conciben solo si se limita a un segun-
do mandato consecutivo (entre estos se encuentran Argentina y 
Brasil); algunas otras jurisdicciones han optado por la posibilidad 
de reelección, pero solo después de que haya transcurrido cierto 
tiempo desde la finalización del mandato anterior (es el caso, por 
ejemplo, de Chile y Perú). En este caso es posible, pero depende 
de las experiencias de cada país, concebir la reelección diferida 
como una libertad ilimitada o como una posibilidad que se ofre-
ce por un número limitado de veces. Por último, existe el caso 
de países (Venezuela y Nicaragua, El Salvador y, tal como están 
las cosas, Honduras también parecería estar potencialmente en 
esta condición) que no contemplan límite alguno a la reelección, 
concibiendo como totalmente legítima la hipótesis de reelección 
indefinida para el mismo cargo a favor de la misma persona. 

Como suele ocurrir en la investigación comparativa, los datos 
son importantes y los cuadros sinópticos pueden ayudar a hacer-
se una idea del alcance del fenómeno que estamos tratando. Sin 
embargo, no cuentan toda la historia y a menudo no dicen lo que 
es realmente importante comprender.
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Mencionar a algunos o a todos los países del área latinoameri-
cana encasillándolos en una u otra categoría no ayuda a intercep-
tar la dinámica subyacente de la realidad: como si dijéramos que 
en este caso es preferible basarse en una serie de secuencias en 
movimiento, que en una mera foto de lo existente.

Si rebobinamos la cinta y dejamos que las imágenes fluyan 
en cámara lenta, podemos percibir una tendencia progresiva que 
de una u otra forma ha afectado a toda la región, empujándola 
hacia una flexibilización general de las restricciones a la reelec-
ción. Si la transición democrática había marcado una propensión 
convencida a excluir formas de consolidación del poder, en casi 
todas sus manifestaciones, a partir de la década de 1990 se obser-
va una cierta aquiescencia hacia la afirmación de discursos, a los 
que han seguido prácticas para garantizar una agilidad sustancial 
a fórmulas de reelección cuya justificación parece estar más li-
gada a consideraciones teóricas de matriz histórica o filosófica 
que evocan el mito de una omnipotencia sustancial del pueblo 
soberano, y cada vez menos a un análisis honesto del estado de 
las cosas o al reconocimiento de las preocupaciones que animan 
al constitucionalismo democrático.7 Países que prohibían la re-
elección en todas sus formas han pasado a soluciones de reelec-
ción consecutiva (entre ellos, la experiencia de El Salvador es la 
que más ha llamado la atención),8 a menudo incluso alargando el 

7	 La doctrina jugó su papel en este proceso, mostrando en cierto modo una 
miopía al centrar su atención en el corto plazo y en las contingencias so-
cioeconómicas de la época sin prestar atención a los efectos en términos 
de cultura democrática que se producirían a largo plazo y a las posibles 
consecuencias cuando cambiara el contexto. Entre otras, véanse las re-
flexiones de Lijphart, Arend, “Presidencialismo y democracia de mayoría”, 
en Godoy Arcaya, Oscar (coord.), Hacia una Democracia moderna: La op-
ción parlamentaria, Santiago de Chile, 1990; Linz, Juan J., “Presidential or 
Parliamentary Democracy: Does it Make a Difference?” in Linz, Juan J. y 
Valenzuela, Arturo (ed.), The Failure of Presidential Democracy, Baltimore, 
1994; Mainwaring, Matthew y Shugart, Scott, Presidentialism and Demo-
cracy in Latina America, Cambridge, 1997; Sartori, Giovanni, Ingegneria 
costituzionale comparata, Bologna, 2013 (VI edizione); Colomer, Josep M., 
Instituciones Políticas, Barcelona, 2001.

8	 Apoyándose en su popularidad, el presidente de El Salvador, Nayib Bukele, 
ha sido autorizado a presentarse de nuevo a las elecciones de febrero de 
2024, a pesar de que la Constitución prohíbía expresamente la duplicidad 
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mandato; sistemas que se habían cuidado de regular los supues-
tos de reelección han ampliado progresivamente la malla pasan-
do a permitir elecciones diferidas, como en Costa Rica.9 Extremo 

de mandatos consecutivos. La posibilidad de presentarse de nuevo a las 
elecciones presidenciales es el resultado de un desmantelamiento progre-
sivo de las prerrogativas del Estado de derecho: habiendo tomado nota de 
que no estaban dispuestos a secundar sus intenciones, el presidente susti-
tuyó a los magistrados de la Corte de Constitucionalidad y al Fiscal Gene-
ral por sujetos cercanos a él. Se crearon así las condiciones para proponer 
una nueva interpretación del texto constitucional con el fin de permitir a 
Bukele presentarse como candidato siempre que no ejerciera sus poderes 
presidenciales en los seis meses anteriores a las elecciones. El propio dic-
tado del art. 152.1 de la Constitución de El Salvador, destinado a excluir 
cualquier posibilidad de reelección consecutiva mediante una dudosa in-
terpretación manipuladora se convirtió así en el instrumento a través del 
cual la Corte garantizó la continuidad del poder personal de Bukele, quien 
fue reelegido en febrero de 2024 con el 84% del consenso para un segundo 
período presidencial. Al ejercer un poder ya sin límites, el presidente sal-
vadoreño ha logrado, por fin, consagrar en la Constitución la posibilidad de 
la reelección indefinida. En agosto de 2025, el Parlamento aprobó una re-
forma constitucional que prevé la ampliación del mandato presidencial de 
5 a 6 años; la posibilidad de reelección a la presidencia sin límites; la elimi-
nación de la segunda vuelta en las elecciones presidenciales; la unificación 
de las elecciones presidenciales, legislativas y municipales en una única 
jornada y la consiguiente fijación del fin del actual mandato de Bukele en 
2027, con posibilidad de volver a presentarse. Siguiendo la mejor tradición 
populista-autoritaria, la reforma ha sido posible gracias a que ya se revisó 
en 2024 el artículo 248 de la Constitución con el fin de facilitar el proceso 
de reforma de la Carta, eliminando el paso de ratificación de lo ya delibera-
do por parte de la nueva legislatura elegida. Hoy, la reforma está en manos 
de una Cámara de 60 miembros, que se pronuncian mediante una única 
deliberación por mayoría cualificada de tres cuartos.

9	 La experiencia costarricense fue un caso de estudio para toda la regiónúm. 
Entre 1999 y 2000, el ex Presidente Oscar Arías, deseoso de presentar-
se de nuevo a las elecciones presidenciales, apoyó más de una iniciativa 
legislativa en el Congreso con el fin de derogar o al menos modificar la 
norma constitucional, introducida en 1969 mediante revisión, que impedía 
la reelección del Presidente. Tras encontrar la oposición frontal no solo de 
sus adversarios políticos, sino también de sus compañeros de partido, el ex 
Presidente abandonó la vía legislativa para intentar la vía judicial. Tras re-
chazar los dos primeros recursos en 2000, la Sala Constitucional, en 2003, 
inauguró una jurisprudencia que sería retomada por varias otras jurisdic-
ciones en los años siguientes, declarando inconstitucional la revisión de 
1969 y, por tanto, restableciendo la disciplina de la Constitución de 1949, 
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es el caso de Venezuela y Nicaragua, que se han abierto a la po-
sibilidad de la reelección ilimitada, aunque no menos interesan-
te es el incierto camino de Honduras (volveré sobre estas tres 
experiencias), así como, por otro lado, el de Bolivia y Ecuador, 
que, aunque finalmente llegaron a un replanteamiento sustancial, 
abandonaron por un tiempo el camino de las restricciones a la 
reelección presidencial.10Para dar cuenta de la amplitud del fenó-

que permitía la reelección tras dos periodos de gobierno. Es interesante a 
los efectos de la reflexión que se está llevando a cabo recordar un pasaje de 
la sentencia, a cuya argumentación volveremos en breve: “La acción resulta 
procedente por haberse efectuado mediante una reforma parcial, por un 
lado la restricción y por el otro, la eliminación de un derecho fundamental. 
El derecho de reelección había sido consagrado por el Constituyente y es 
una garantía constitucional de los derechos políticos de los costarricenses 
en el ejercicio del derecho de elección, consagrado además, en el artícu-
lo 23 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos. Lo anterior 
implica la anulación de la reforma practicada al artículo 132 inciso 1) de 
la Constitución Política mediante Ley 4349 del 11 de julio de 1969, por 
lo que retoma vigencia la norma según disponía antes de dicha reforma” 
(Sala Constitucional, Corte Suprema de Justicia de Costa Rica, Sentencia 
2003-02771).

10	 En 2008, bajo la presidencia de Correa, Ecuador se dotó de una nueva 
Constitución que, al igual que la aprobada en Bolivia en 2009, en el marco 
de la reflexión sobre el nuevo constitucionalismo latinoamericano, no dejó 
de llamar la atención de la doctrina. En lo que ahora importa, cabe destacar 
la opción de los constituyentes de establecer un límite de dos mandatos 
consecutivos como presidente de la República. El hecho de que el cómputo 
se hiciera a partir de la entrada en vigor de la nueva Constitución permi-
tió a Correa ser reelegido en 2009, así como en 2013. Sin embargo, ya en 
2014, gracias al proyecto de revisión constitucional presentado a la Asam-
blea Legislativa por su Presidente, se abrieron las puertas a la posibilidad 
de introducir la reelección indefinida, eliminando cualquier otro límite. Es 
interesante recordar que el proyecto de ley mediante el cual se adelantó la 
reforma debió ser sometido previamente a la opinión de la Corte constitu-
cional: es el órgano de justicia constitucional, por tanto, el que favoreció 
la posibilidad de la reelección indefinida ya que, pudiendo elegir entre dis-
tintos procedimientos de revisión, optó por el menos gravoso al conside-
rar que intervenir para eliminar obstáculos a la reelección representaba un 
acto de ampliación y no de reducción de los derechos políticos correspon-
dientes y, por tanto, de fortalecimiento de la democracia del país. En 2019, 
con el pronunciamiento núm. 7-19- RC (2019), los jueces constitucionales 
volvieron sobre sus pasos, restableciendo el límite de dos períodos.

	 A pesar de que la Constitución boliviana, a diferencia de la ecuatoriana, 
prescribía que los mandatos presidenciales anteriores a su entrada en vigor 
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meno, a estas “actualizaciones”, hay que agregar aquellos inten-
tos, piénsese en Colombia y Paraguay,11 que, aunque al momento 
infructuosos, dan cuenta de una tendencia de amplio alcance, así 
como de la expansión de un debate que, más allá de los resulta-
dos concretos en el plano de las reformas, atestiguan por sí solos 
la progresiva tendencia de la opinión pública latinoamericana a 
perder de vista el significado constitucional de las limitaciones a 
la reelección, en favor de una interpretación de las mismas como 
instrumentos de mero control del pueblo, herencia de una po-

debían computarse dentro del límite de dos mandatos consecutivos, a Evo 
Morales, fortalecido por el apoyo popular del que gozaba entonces, no le 
resultó difícil mediante maniobras interpretativas, adoptadas en la Asam-
blea Legislativa y avaladas por el Tribunal Constitucional plurinacional, 
obtener autorización para presentarse a un tercer mandato, que ganó en 
2014 con amplia mayoría. El apetito viene con el comer, y el padre de la 
Constitución de 2009 no parecía realmente querer dejar la presidencia si es 
cierto que en 2015 y luego en 2016 intentó la vía reformista para introdu-
cir la reelección ilimitada en Bolivia. Lo que no logró por la vía legislativa, 
habiendo encontrado oposición en la votación del referéndum de más de 
dos millones de electores, finalmente lo logró por la vía judicial cuando en 
2017 el Tribunal Constitucional Plurinacional con un fallo interpretativo 
legitimó su candidatura también en las elecciones de 2019. La derrota, el 
intento de golpe de Estado para recuperar el poder y, finalmente, la fuga 
son hechos conocidos; vale la pena llegar a la actualidad para recordar que 
más recientemente, con la sentencia núm. 1010/2023, el Tribunal Cons-
titucional boliviano volvió a la posibilidad de las reelecciones ilimitadas, 
declarando su ilegitimidad.

11	 En 2016, el presidente Cartes de Paraguay apoyó un proyecto de reforma 
constitucional, que luego fracasó, con la intención de permitir la reelección 
al cargo presidencial. En Colombia, Álvaro Uribe obtuvo una enmienda 
constitucional que le permitió presentarse y ser reelegido en 2006 para un 
segundo mandato presidencial. El intento de estabilizar la reelección fue 
bloqueado por la Corte Constitucional en 2010, que declaró ilegal la ley 
que convocaba un referéndum. Sin embargo cabe señalar que son recientes 
(enero de 2026) las declaraciones del presidente Petro quien, interpretan-
do como favorables para él los resultados de una encuesta realizada por 
el Centro Nacional de Consultoría y remitiéndose precisamente a algunos 
precedentes históricos, afirmó que el país está atravesando una profunda 
transformación ideológica que debe interpretarse como una demanda de 
continuidad. Aunque no mencionó explícitamente la posibilidad de modi-
ficar nuevamente la Constitución para habilitar una reelección presiden-
cial, su mensaje se enmarca en un discurso que pone en tensión la voluntad 
popular con los límites institucionales vigentes.
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lítica elitista que debe ser abandonada en favor de fórmulas de 
democracia participativa limpias de resabios coloniales y tradi-
ciones de dominación hegemónica. No es necesario abundar aquí 
en las experiencias individuales, que son bien conocidas y están 
aradas por una cuidadosa literatura.12Es interesante detenerse en 
las trayectorias de un debate que presenta puntos de reflexión 
que van más allá de las vicisitudes de cada ordenamiento jurí-
dico, permitiendo hacer algunas consideraciones comparativas.

Que el debate sobre los instrumentos de restricción del poder 
tiene fecha es bien sabido. Si Hamilton fue pródigo en enunciar 
las muchas ventajas que podía reportar el plegarse a la voluntad 
de un pueblo inclinado a confirmar una y otra vez, quizá infini-
tamente, la confianza en su presidente, mayor es el número de 
quienes a lo largo del tiempo han señalado los riesgos que entra-
ña prever la reelección ilimitada.

No se trata de no entender la lógica de recompensa que pue-
de desencadenar circuitos virtuosos como el impulso del candi-
dato a hacerlo cada vez mejor, el aumento del valor añadido dado 
por la experiencia adquirida, la estabilidad de la administración 
pública; la cuestión va mucho más allá de la posibilidad de privar 
a los ciudadanos de esos buenos candidatos que ya han sido ele-
gidos. Lo que está en juego es más elevado y tiene que ver con 
los valores que sustentan el modelo constitucional, es decir, el 
tipo de constitucionalismo que hemos elegido o elegimos para 
nuestra democracia.

Se ha dicho que como institución de derecho no pueden ha-
cerse juicios absolutos sobre la reelección en sí misma, aunque 

12	 Merece una mención especial el caso de la República Dominicana, que, en 
contra de la tendencia general de la región y probablemente en un intento 
por dotarse de “anticuerpos” eficaces, en 2024 modificó el artículo 268 
de su Constitución añadiendo, entre las cláusulas petreas ya existentes, la 
imposibilidad de alterar la prohibición de reelección prevista en el artículo 
124 de la Carta. Como se recordará a lo largo de estas breves reflexiones, 
la intención, aunque loable, no puede ofrecer garantías absolutas, ya que la 
Constitución puede actuar como un dique de contención del poder cuando 
se interpreta en un contexto que reconoce en los límites al poder un ele-
mento esencial del modelo democrático. También con respecto a la sobe-
ranía popular.
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sea ilimitada, pues no sería la mera posibilidad de ser reelegido 
lo que generaría un perjuicio al sistema; como tampoco sería la 
prohibición absoluta de la reelección lo que podría impedir la 
formación de “círculos mágicos” capaces de asegurar el afianza-
miento de una oligarquía en el poder, al margen de las disposi-
ciones. Basta pensar en el caso del PRI en México. Más relevante 
parece ser el contexto político, cultural y social en el que tiene 
lugar la reelección.

Como comparatista, aunque siempre procuro ser muy cuida-
dosa en leer “el texto en su contexto”, estoy convencida de que las 
cosas son un poco más complicadas que eso. Es decir, es cierto que 
el contexto es un factor relevante a la hora de valorar el impacto 
de la reelección en el ordenamiento jurídico; sin embargo, no es la 
única evaluación que debe hacerse al registrar qué consecuencias 
puede acarrear la introducción de la libertad de ser reelegido y 
de reelegir sin restricciones. En particular, parece imprescindible 
que el análisis de lo contingente vaya acompañado de un análisis 
estructural del conjunto, orientado a dilucidar la posibilidad de 
que la ampliación de los espacios de reelección (hasta el caso ex-
tremo de la reelección ilimitada) represente un vulnus en sí mis-
mo, hasta el punto de ser considerado, en caso de indefinición, 
una opción incompatible con el sistema constitucional democrá-
tico con independencia del contexto en el que se contemple.

Lo que quiero decir es que debemos tener en cuenta, en 
términos de resiliencia del sistema, el hecho de que, si bien no 
es posible establecer una relación causal necesaria entre la po-
sibilidad de ser reelegido y la reelección efectiva, los datos de-
muestran que existe un aumento exponencial irrefutable de las 
posibilidades de éxito de la persona que se presenta de nuevo 
al mismo cargo; también nos dicen que, por lo general, el porcen-
taje de votos recogidos tiende a aumentar elección tras elección, 
al igual que la brecha que los separa de los demás candidatos, 
que se hace cada vez más considerable, alterando las condicio-
nes que antes garantizaban el desenvolvimiento de procesos de 
competencia electoral efectiva13 y la consolidación de una sana 

13	 Véase, entre otros, Penfold, Michael, Corrales, Javier y Hernández, Gonzalo, 
“Los Invencibles: La reelección presidencial y los cambios constitucionales 
en América Latina”, Revista de Ciencia Política, núm. 3, 2014, pp. 537 y ss.
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actitud de desconfianza hacia el ejercicio.14Sería muy fácil cate-
gorizar este tipo de datos como manifestación del valor añadido 
que puede aportar la experiencia, como expresión de la populari-
dad que reafirma la buena gobernanza. La realidad, sin embargo, 
no permite descartar la cuestión tan ingenuamente. En cambio, 
obliga a considerar ciertas ventajas para el incumbente que, con 
el tiempo, pueden generar condiciones monopolísticas de poder 
que podrían degenerar en abuso, hasta el punto de socavar los 
fundamentos pluralistas del sistema.15Se piensa en la visibilidad 
pública que garantiza la presidencia, en la exposición mediática a 
la que se está constantemente sometido, en los contactos que el 
cargo presidencial asegura en todos los ámbitos del país, en la po-
sibilidad de acceder, incluso legítimamente, a recursos públicos 
(como el uso de medios de transporte o de personal de secreta-

14	 Sobre el vínculo entre moderación del poder y méfiance continue, véanse 
las reflexiones y la precisa reconstrucción de la literatura sobre el tema de 
Di Giovine, Alfonso, “Dal voto popolare alla sentenza del giudice costi-
tuzionale: un percorso istruttivo”, en Dpce on line, núm. 4, 2021, pp. 4182 
y ss., https://www.dpceonline.it/index.php/dpceonline/article/view/1461

15	 Merece la pena recordar aquí las consideraciones expuestas por los magis-
trados Rosatti y Maqueda en su voto concurrente a la sentencia mediante la 
cual la Corte Suprema de Justicia de Argentina, en 2024, declaró inconsti-
tucional el artículo 132 de la Constitución de la provincia de Formosa, por 
ser contrario al artículo 5 de la Carta Federal y al artículo 23 de la Conven-
ción sobre los Derechos Humanos. Los dos jueces subrayan que el orden 
que crea la Constitución no se agota con elecciones y tampoco con eleccio-
nes periódicas y que “la voluntad popular puede ungir a un representante, 
incluso validarlo periódicamente, pero no podría perpetuarlo indefinida-
mente sin horadar la separación de poderes que define al régimen republi-
cano de tipo presidencialista”. Añaden que una reelección sin límites, lejos 
de constituir la máxima realización de la voluntad popular, permite que 
quien se encuentra en ejercicio del poder acumule -tras varios mandatos 
sucesivos- ventajas inadecuadas para una leal contienda electoral. Conclu-
yen que las provincias deben establecer un número limitado de reeleccio-
nes para que “los postulantes conozcan de antemano la temporalidad del 
ejercicio del poder”, “los partidos políticos favorezcan la generación de al-
ternativas al interior de sus estructuras”; y “el electorado cuente con reglas 
claras a las que atenerse”. A día de hoy, hay tres provincias argentinas que 
permiten constitucionalmente la reelección indefinida: Catamarca, Santa 
Cruz y la propia Formosa. A pesar de la solicitud de modificación del ar-
tículo 132 formalizada mediante el fallo de 2024, el Legislativo provincial 
aún no ha tomado medidas al respecto. 
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ría), en los ingresos electorales que pueden incrementarse me-
diante maniobras económicas de última hora y mecanismos de 
psicología electoral que apalancan una cierta inercia del votante 
que tiende a consolidar dinámicas de hegemonía en lugar de opo-
nerse a ellas.16Por supuesto, no podemos excluir que estas mis-
mas razones constituyan potencialmente el punto débil del presi-
dente saliente, cuando son precisamente las acciones durante su 
mandato las que han generado una inflexión en su popularidad. 
Pero en tales casos, las propias características del sistema presi-
dencialista prevaleciente en la región latinoamericana sugieren 
que el presidente podrá contar aún con una condición de forta-
leza que le permita apalancar ciertos factores que pueden conso-
lidar su posición, a pesar de todo. La reelección sustancialmente 
indefinida constituye en muchos casos la punta de un iceberg 
conformado por sistemas de gobierno presidencial tan fuertes 
que han perdido la forma de equilibrar y separar poderes, tanto 
en relación con el sistema legislativo como con el judicial. A esto 
se añade la posibilidad de acceder a recursos económicos (sobre 
todo en correspondencia con los llamados procesos neodesarro-
llistas) que permite introducir políticas asistencialistas también 
con el objetivo de crear una cierta dependencia del votante con 
respecto al elegido. 

Basta rastrear los caminos seguidos por algunos presidentes 
para introducir la elección indefinida o reducir las restricciones 
a su reelección para comprobarlo: en unos casos, se ha apelado 
al pueblo invocando el principio constituyente permanente, (basa-
do en la idea radical de que la voluntad general expresada en el 
momento constituyente no puede ser limitada ni en su contenido 
ni en el tiempo) o convocando directamente asambleas o consul-
tas populares; en otros, ha habido verdaderos actos de autoridad, 
aunque no han faltado casos en los que se ha confiado en autén-
ticas leyes de interpretación del poder legislativo o en la decisión 
de los órganos de justicia constitucional.17 De todas ellas, esta vía 
merece especial atención, de un lado por el tipo de razonamiento 

16	 Para hacer frente a estas situaciones, Colombia intentó frenarlas a través de 
la legislación con la Ley 996 de 2005.

17	 Véase de la Peza Berríos, Fernando y Reyes Guevara, Ariadna “Reelección, 
¿un derecho humano?”, en Justicia Electoral, núm. 25, 2020, 437 y ss.
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jurídico al que dio      lugar emblemático de los riesgos de deterio-
ro de la forma de Estado a los que nos hemos referido, y por otro 
porque vuelve a dar centralidad al poder constituyente frente al 
poder constituido.

En más de un caso, aunque la experiencia costarricense sigue 
siendo representativa en este sentido, los jueces, en particular 
los constitucionales, han dado lugar a lo que la literatura18 ha de-
nominado la Unconstitutional constitutional Amendment Doctrin 
según la cual las reformas constitucionales, que introducen lími-
tes a la reelección y menoscaban los derechos políticos, deben 
considerarse ilegítimas, en la creencia de que estas no pueden 
modificarse sino a través de un proceso constituyente.

No escapa al lector cómo nos movemos en una pendiente res-
baladiza, donde la soberanía popular, el poder constituyente y el 
derecho a la participación son evocados en salsa populista, inclu-
so poniendo en tela de juicio la Convención Interamericana de 
Derechos Humanos, en particular el artículo 23, sujeto a dudosas 
interpretaciones; por otro lado, no debemos perder de vista que 
vivimos una época en la que no es tanto a través de la subversión 
golpista como se registran episodios de atraso democrático, sino 
a través de progresivos actos de erosión de la dinámica democrá-
tica y en detrimento de la cultura democrática. Un proceso apa-
rentemente imperceptible que transforma el contexto facilitando 
el establecimiento de condiciones favorables a la preservación 
del poder.19 Por lo tanto, cuando este tipo de condiciones no exis-
ten o corren el riesgo de desaparecer, no se excluye la posibilidad 
de actuar con maniobras destinadas a concretarlas.

Es cierto que la reelección debe leerse a la luz del contexto 
en el que se propone; pero no es menos cierto que ese contexto, 
especialmente en tiempos de populismo, es a la vez condición 

18	 Cfr. Landau, Davis, Roznai, Yavin y Dixon Rosalind, “Term Limits and the 
Unconstitutional Constitutional Amendment Doctrine: Lessons from La-
tin America”, en Baturo, Alejander y Elgie, Robert (ed.), The Politics of Pre-
sidential Term Limits, Oxford, 2019, pp. 53 y ss.

19	 Sobre el vínculo entre la erosión democrática y la emergencia de liderazgos 
populistas, véase Arcaro Conci, Luiz Guillerme, Democracia Constitucional 
e Populismos na América Latina - entre fragilidades institucionais e proteção 
deficitária dos direitos fundamentais, São Paulo, 2023, pp. 209 y ss.
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y producto de fenómenos de instrumentalización del poder, a 
los que instituciones como la reelección, si no se equilibran con 
otros derechos, pueden contribuir.

El caso de Nicaragua parece emblemático de lo que se está 
diciendo. 

En 2009, la Corte Suprema, llamada a pronunciarse sobre un 
recurso de amparo interpuesto por Daniel Ortega y 109 alcaldes 
del Frente Sandinista de Liberación, declaró inaplicable la prohi-
bición de reelección introducida por la reforma constitucional de 
1995, arrinconando al Legislativo, que no estaba dispuesto a mo-
dificar la Constitución para permitir una nueva candidatura de 
Ortega. La victoria del expresidente en las controvertidas elec-
ciones de 2011 no solo le abrió el camino para presentarse a un 
tercer mandato, sino que reforzó su influencia, con una evidente 
alteración del principio de separación de poderes. No es de ex-
trañar, pues, que siendo así, ya en 2014, Ortega, que para enton-
ces podría contar con los números necesarios para reformar la 
Constitución, pudiera llegar fácilmente a introducir la reelección 
indefinida.

Tanto en Nicaragua como en Venezuela y El Salvador, es fácil 
detectar la estrecha relación entre la introducción de la reelec-
ción ilimitada y el deterioro del estado de la democracia. En el 
caso venezolano, antes de 2009, año en el que logró superar to-
dos los límites a la reelección, Hugo Chávez ya había intentado en 
2007 hacer posible su reelección como presidente (como parte 
de un esfuerzo de revisión constitucional de mayor alcance), sin 
lograr obtener la mayoría necesaria en el referéndum. Bastaron 
dos años para que el contexto político cambiara y permitiera que 
se dieran las condiciones para el cambio, esta vez refrendado por 
un referéndum de dudosa legitimidad.20 En el caso de El Salva-
dor, la referencia obsesiva al pueblo y a su voluntad constituye el 
contexto en el que la Constitución, hoy al dia, prevé la posibili-
dad de una reelección indefinida, como meta final de un proceso 

20	 El artículo 74 de la Carta Bolivariana de Venezuela estipula que “No po-
drá hacerse más de un referendo abrogatorio en un período constitucional 
para la misma materia”: un dictado evidentemente ignorado por los refe-
rendos consecutivos de 2007 y 2009.
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durante el cual el presidente Bukele, aprovechando su posición, 
se ha ido liberando progresivamente de todos los límites que se 
interponían entre su cargo y la posibilidad de ejercerlo de forma 
indiscriminada en nombre del pueblo que lo votó.21Concluyo mi 
razonamiento con una referencia a la experiencia de Honduras, 
cuyo estado de incertidumbre normativa es representativo pre-
cisamente de la fragilidad del contexto en el que se están produ-
ciendo los cambios que estamos comentando. En la actualidad, 
no existe consenso entre los juristas del país respecto al valor de 
cosa juzgada que debe asignarse a la sentencia de la Corte Supre-
ma de Justicia con la que, en abril de 2015, se privó de efectos 
tanto al artículo 330 del Código Penal, que preveía una pena de 
seis a diez años para quienes promovieran la reelección del Pre-
sidente, como a la prohibición constitucional de la reelección. 
Dado que Xiomara Castro (elegida en 2021) no se presentó a la 
reelección en las elecciones de 2025, en las que ganó Nasry Juan 
Asfura (Tito), la cuestión sigue estando potencialmente abierta.

III. La respuesta de la Corte Interamericana. 
 Vamos avanzando, pero falta camino

Respondiendo a la solicitud de Colombia, en la Opinión número 
28 de 2021, la Corte Interamericana de Derechos Humanos parte 
de los mismos supuestos que animan a quien escribe, subrayando 
que “el mayor peligro actual para las democracias de la región no 
es un rompimiento abrupto del orden constitucional, sino una 
erosión paulatina de las salvaguardas democráticas que pueden 
conducir a un régimen autoritario, incluso si este es elegido me-
diante elecciones populares”.22Su atención se centra en el caso de 
la reelección indefinida: cuestiona, en particular, su naturaleza y 
la legitimidad de su posible prohibición por un Estado miembro 

21	 Supra nota 8.
22	 El principio fue reafirmado recientemente (dic. 2024) en Argentina por 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, (ref. voto particular Carlos 
Rosenkrantz) con referencia a la declaración de inconstitucionalidad del 
artículo 132 de la Constitución de la Provincia de Formosa por expresa 
violación de la Carta argentina (art. 5) y del Convenio IDH (art. 23). Vease 
supra nota 15.
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de la      Convención. Por un lado, excluye que el derecho a ser 
elegido indefinidamente pueda constituir un derecho humano; 
por otro, realiza una especie de balance razonado a la hora de 
valorar la legitimidad convencional de cualquier límite a la ree-
lección.

La Corte, en el desarrollo de su argumentación, parte de la 
base de que el horizonte de sentido de sus consideraciones ha 
de ser el de la democracia representativa, en la que el derecho 
de sufragio se entiende no como el derecho a elegir a quien se 
quiera, sino a ejercer el derecho a elegir entre candidatos, tenien-
do en cuenta que el bien a proteger y garantizar sigue siendo la 
salvaguarda del espacio democrático como ámbito de libertad co-
lectiva. Por ello, acepta como inevitable la idea de que las limita-
ciones a la reelección, cuando sean proporcionales y estén ampa-
radas por la reserva de ley, no solo son compatibles, sino incluso 
necesarias para evitar concentraciones de poder y garantizar la 
separación de poderes, con el fin de proteger el pluralismo y, por 
tanto, la alternancia.

No hay quien no sienta la importancia de esta opinión, que 
llega casi a rebufo de la ventisca institucional que ha azotado a 
Bolivia, víctima de la ubris irreprimible de Evo Morales, pero que 
registra la creciente preocupación de quienes son sensibles a la 
tendencia más general y creciente del poder presidencial a exten-
derse más allá de todo límite.

El dictamen es rico, invita a la reflexión y está irrefutable-
mente destinado a convertirse cada vez más en una referencia 
para el futuro de la región.

No obstante, merece la pena retomarlo aquí no solo por lo 
que dice, sino también y sobre todo por lo que no dice, por reti-
cencia o quizá porque no le interesa captar del todo ciertas im-
plicaciones.

En mi opinión no es casual que el petitum, aunque no explí-
citamente, se refiera a los acontecimientos del sistema jurídico 
boliviano,23 trazando de inmediato una conexión, tanto temporal 

23	 Se trata de una consideración generalmente asumida, hasta el punto de que 
las dos opiniones discrepantes relacionadas con el dictamen se refieren 
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como sustancial, entre la reflexión sobre la reelección indefinida 
y el fundamento filosófico ideológico subyacente al nuevo cons-
titucionalismo latinoamericano, inequívocamente vinculado a 
ciertas experiencias concentradas en la región andina, pero capaz 
de influir, con su pretensión renovadora y transformadora, in-
cluso en experiencias más distantes histórica y geográficamente.

No es este el lugar para repasar la génesis y esencia de la 
NCLA, una experiencia bien conocida por el lector. Más bien nos 
gustaría detenernos en la idea de que no se trata en absoluto, 
como a veces se ha dicho o se ha dado por supuesto, de una ver-
sión autóctona del género más amplio conocido como “constitu-
cionalismo democrático”, sino de otra fórmula distinta de cons-
titucionalismo. 

Insistir, como muchas veces lo ha hecho la doctrina, ahora en 
su enfoque de reconocimiento de derechos, en particular los de 
la naturaleza, ahora en su matriz transformadora, aludiendo a la 
voluntad de incluir en el proyecto social incluso a grupos pobla-
cionales tradicionalmente excluidos, como los pueblos indígenas 
y los campesinos, no parece, de hecho, suficiente para captar ese 
núcleo que, a juicio de quien escribe, constituye el corazón de 
la doctrina de la NCLA y que se encuentra en la relación entre 
constitución y poder constituyente. Dicho de otro modo, en la 
tensión social proyectada al plano normativo por la mayoría de 
las constituciones latinoamericanas aprobadas en las últimas dé-
cadas. En las constituciones rastreables en la NCLA, el alma polí-
tica prevalece sobre su vocación jurídica, de modo que la garantía 
de un proceso participativo, la construcción de la legitimación 
desde abajo, la salvaguarda del poder constituyente entendido 
en su complejidad, como actividad configuradora del cuerpo po-
lítico y de su fisonomía, representan el punto de partida y de 
llegada de cualquier análisis.24La Constitución representa, según 
sus defensores, “el mandato directo del poder constituyente y, 

explícitamente al caso boliviano, dudando de que el Tribunal pudiera real-
mente emitir una opinión consultiva, ya que en este caso falta el perfil ge-
neral y abstracto del petitum, fácilmente referible a un caso concreto sobre 
el que la Corte podría ser llamada a pronunciarse poco después.

24	 Este punto de vista se argumenta ampliamente en Mastromarino, Anna, “Il 
nuevo constitucionalismo latinoamericano: una lettura in prospettiva”, cit.
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en consecuencia, fundamento último de la razón de ser del po-
der constituido”.25Preservar la voluntad del pueblo expresada en 
la constitución a través de la preservación de la vis constituyen-
te se convierte en el objetivo primordial de la NCLA, ya que en 
esa voluntad se expresa la voz de todos y se encierra el proyecto 
político que surgió del conflicto social y se hizo común con la 
redacción de la constitución; y es esa voluntad la que fotografía 
el marco social en el que se basa ese proyecto político. La NCLA 
se fundamenta en la idea de la prevalencia absoluta del poder 
constituyente sobre el poder constituido y de su permanencia, 
que atribuye al pueblo el papel de fuente inagotable de derecho, 
supraordenada al propio texto constitucional.

Tener en cuenta estos presupuestos teórico-jurídicos es esen-
cial para comprender el impacto perturbador que sobre el tejido 
constitucional regional tienen las propuestas de reelección pre-
sidencial ilimitada o, más en general, la tendencia a superar cual-
quier tipo de limitación diseñada por el ordenamiento jurídico 
para impedir el arraigo del poder del hombre/mujer en solitario.

Es fácil ver cómo el encuentro de la idea de un pueblo soberano 
no sometido a la constitución como titular de prerrogativas cons-
tituyentes inagotables, con la hipótesis de un derecho ilimitado a 
ser elegido declinado como derecho insaciable a elegir al propio 
candidato sin límite alguno, puede conducir a un escenario de pro-
gresivo e imparable detrimento de las posibilidades de contención 
y equilibrio del poder. No es casualidad que los tribunales consti-
tucionales para aminorar las restricciones a la reelección hayan uti-
lizado argumentos como el poder constituyente originario, la ile-
gitimidad de la acción de revisión (cuando impide la elegibilidad) 
por parte de los poderes constituidos respecto de las prerrogativas 
constituyentes, los derechos de participación que como expresión 
concreta de la voluntad popular no pueden ser circunscritos.

25	 Viciano Pastor, Roberto, Martínez Dalmáu, Rubén, “El nuevo constitucio-
nalismo latinoamericano: fundamentos para una construcción doctrinal”, 
en Revista General de Derecho Público Comparado, núm. 9, 2011, p. 7; en 
otra ocasión se afirma que “la constitución es el mandato del constituyente 
y refleja su voluntad”: Id., “Fundamento teórico del nuevo constitucionali-
mo latinoamericano”, en Viciano Pastor, Ronberto (Ed.), Estudios sobre el 
nuevo constitucionalismo latinoamericano, Valencia, 2012, p. 20.
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Lo que no debe pasarse por alto es que mientras esta ver-
tiente resulta del todo incompatible con el sistema de valores del 
Estado constitucional democrático, por el contrario, parece ser 
coherente con los fundamentos del nuevo constitucionalismo la-
tinoamericano, en la medida en que se concibe (en apoyo de lo 
afirmado) como una categoría distinta y diferente que no parece 
preocuparse demasiado por las derivas a las que puede conducir 
la concentración del poder y su ejercicio incondicional. 

Más allá de algunas asonancias, no es la presencia de una ex-
tensa lista de derechos lo que distingue al constitucionalismo 
democrático tanto como la condición de los poderes públicos y 
del pueblo, que ejerce la soberanía, colocados en la condición de 
no poder violar esos derechos. De ahí la aparición de una serie 
de tensiones entre quienes viven los límites como fisiológicos y 
quienes los sufren como una patología del sistema: subyace el 
error de querer leer las distintas epifanías del nuevo constitu-
cionalismo latinoamericano a la luz de los valores del constitu-
cionalismo democrático surgido en Europa en la segunda mitad 
del siglo XX, cuando se trataría de dos formas que responden a 
visiones constitucionales muy distintas.

La Corte Interamericana hizo bien en recordar que la ree-
lección ilimitada no tiene cabida en el sistema convencional por 
todas las razones mencionadas. La aclaración parecía tanto más 
necesaria a la luz de las numerosas veces que los jueces de los 
distintos países habían recurrido al instrumento de la interpre-
tación conforme a la Convención para permitir candidaturas que 
de otro modo estarían excluidas por los textos constitucionales 
mismos.26 Piénsese en el caso boliviano y en las consideraciones 
del Tribunal Plurinacional de Bolivia, que en la sentencia núme-
ro 84 de 2017 había invocado los derechos convencionales para 
permitir una nueva candidatura de Evo Morales, a pesar de los 
dictados de la Constitución y del voto en contra de dos millones 
de ciudadanos en referéndum.

26	 Cfr. León, Gisela de y Marcia Aguiluz, Ana, ”La prohibición de la reelección 
a la luz de las normas y estándares interamericanos de derechos humanos”, 
en Mejía Rivera, Joaquin A. (coord.), La reelección presidencial en Centroa-
mérica: ¿Un derecho absoluto?, Honduras, pp. 178 y ss.
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Sin embargo, también hubiera sido mejor estigmatizar la 
vertiente adoptada por algunos ordenamientos jurídicos que, en 
nombre del pueblo soberano y del derecho de participación, han 
configurado las instituciones del constitucionalismo democráti-
co hasta tal punto que ellas mismas se oponen a los presupuestos 
democráticos que inspiran la propia Convención. Bastaría recor-
dar las razones retomadas en 2018 por Daniel Ortega en apoyo a 
la opción de introducir la reelección ilimitada del presidente para 
comprender el preocupante nexo sustantivo que se ha definido 
entre esta opción y las raíces filosóficas de la NCLA: el mito del 
pueblo en directo que encarna la idea de democracia universal 
permite el establecimiento de lo que se ha denominado una for-
ma constitucional de gobierno en virtud de la cual el presidente 
siempre puede diferir a la asamblea constituyente originaria y 
al pueblo (de donde proviene su mandato) para refrendar su ac-
ción política, desligándose del poder constituido.27La exaltación 
y multiplicación de los lugares e instituciones dedicados a la de-
mocracia directa, por otra parte, solo facilitan estos intentos más 
o menos exitosos de manipular al electorado. La limitación del 
poder como máxima expresión del constitucionalismo democrá-
tico se entiende aquí como una acción a ejercer respecto a los po-
deres constituidos, pero no respecto a la soberanía popular, con 
todo lo que ello puede significar en condiciones de precariedad 
político-institucional. Baste pensar en la ausencia de contrapesos 
en quien, fuerte en el apoyo popular y legitimado constitucional-
mente por el poder que la propia constitución puede confiarle 
en el estado de excepción, se expresa no tanto interpretando el 
interés colectivo por mandato electivo como encarnando la vo-
luntad del pueblo a través de un vínculo sin fisuras que mal tolera 
la interferencia de grupos intermedios de naturaleza política. Su 
unión con el pueblo, que no se considera subordinado al orden 
establecido, le llevará a sentirse, por propiedad transitiva, libre 
de las restricciones que podrían limitar su actuación en nombre 
y por cuenta del pueblo que le ha legitimado.28Es difícil decir si 

27	 Para un análisis de las declaraciones de José Daniel Ortega, véase Ríos 
Vega, Luis Efrén, “Las limitaciones legítimas al derecho político a ser ele-
gido”, en Mejía Rivera, Joaquin A. (Coord.), La reelección presidencial en 
Centroamérica: ¿Un derecho absoluto?, cit., pp. 13 y ss.

28	 Se pierde así uno de los presupuestos del constitucionalismo democrático, 
que entendido como técnica de gobierno presupone una distancia insalva-
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el NCLA está destinado a ser un constitucionalismo del todavía no 
o más bien un constitucionalismo del nunca jamás. Difícil también 
predecir su destino. 

Lo cierto es que, como ante cualquier cambio, la mirada del 
jurista debe ser objetiva: registrando el cambio, para valorar su 
originalidad, acogiendo el espíritu descolonizador y las raíces in-
dígenas que lo animan, pero también con la intención de estig-
matizar la posible pérdida de prerrogativas democráticas, en caso 
de que estos procesos constitucionales se entrecrucen con otras 
dinámicas políticas, en la convicción de que si bien la declinada 
en fórmulas liberales puede no ser la única viable, es impensa-
ble aceptar, en nombre de los derechos culturales, la idea de fór-
mulas democráticas que no garanticen la libertad, la dignidad, el 
pluralismo, es decir, que den lugar a sistemas caníbales que se 
alimenten de los mismos supuestos que les permitieron nacer.

ble entre el elegido y el votante: véase al respecto Di Giovine, Alfonso, Dal 
principio democratico al sistema rappresentativo: l’ineludibile metamorfosi, en 
Rivista AIC, nº 1, 2020, en particular pp. 66 y ss., https://www.rivistaaic.it/
it/rivista/ultimi-contributi-pubblicati/alfonso-di-giovine/dal-principio-de-
mocratico-al-sistema-rappresentativo-l-ineluttabile-metamorfosi
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